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			PRESENTACIÓN

			Pablo Buchbinder

			El presente volumen contiene un conjunto de ensayos que recorren distintos aspectos de la historia de la Universidad de Buenos Aires (UBA) durante el período comprendido entre su nacionalización en 1881 y el ascenso del peronismo en 1945. El libro forma parte, a la vez, de un proyecto más amplio que se propone diseñar una nueva historia de la institución con motivo de su bicentenario y que integran, con este, cuatro volúmenes que abarcan la evolución de la casa de altos estudios desde sus orígenes en 1821 hasta la actualidad. 

			El primer ensayo contenido en este tomo tiene por propósito presentar una perspectiva de las grandes líneas que signaron la evolución de la universidad en la etapa mencionada. Durante los primeros años estudiados aquí, la UBA adquirió los trazos fundamentales que signan su fisonomía actual. Ya en la década de 1870, nuevos estatutos y reglamentaciones formalizaron la división en facultades, cinco en principio, y luego solo tres ya al iniciarse la década siguiente que adquirieron entonces dinámicas de funcionamiento particulares. Posteriormente, en 1885, se sancionó la primera ley universitaria nacional, la UBA adaptó a ella sus estatutos y consolidó el sistema que la organizó, finalmente, en base a facultades dotadas de un alto grado de autonomía. 

			Los capítulos restantes exploran solamente ciertos problemas y dimensiones que caracterizaron la historia de la casa de altos estudios durante aquellos años. La complejidad y diversidad que caracteriza a la UBA y que se advierte ya desde sus orígenes hace en la práctica imposible conformar una propuesta que de cuenta de todas las expresiones, disciplinas científicas y acontecimientos políticos que se desenvolvieron en su seno durante aquellos años. La UBA fue, durante esta época el ámbito fundamental de socialización de los sectores dirigentes. De sus claustros surgieron presidentes, ministros, legisladores y los más altos funcionarios del poder judicial. De sus egresados se nutrieron gran parte de las principales empresas del país pero también, a menudo, muchas de las áreas neurálgicas del aparato estatal. Sus facultades fueron escenario privilegiado de los enfrentamientos suscitados por sus estudiantes antes y después de la Reforma universitaria, un movimiento que, originado en Córdoba en 1918, se trasladó luego al resto de las universidades nacionales y provinciales y más tarde se extendió por los principales Estados latinoamericanos. También fue un ámbito en el que se expresaron controversias y conflictos políticos que tendrían un fuerte impacto en todo el país. Durante esta etapa tuvo lugar en ella el primer ensayo exitoso de dar jerarquía universitaria al estudio y desarrollo de las disciplinas humanísticas a través de la creación de la Facultad de Filosofía y Letras. Albergó, además, en esos años, a quien sería más tarde el primer Premio Nobel del país en Ciencias, Bernardo Houssay y a su primer Premio Nobel de la Paz, Carlos Saavedra Lamas quien, por otra parte, ocupó el rectorado entre octubre de 1941 y julio de 1943. La UBA procuró también dar respuesta a los problemas que enfrentaba la Argentina en sus esferas productivas y comerciales al desarrollar disciplinas y carreras que hasta entonces no se estudiaban en los claustros superiores, otorgándoles asiento en nuevas facultades como Agronomía y Veterinaria o Ciencias Económicas. Sus aulas, por medio de la extensión universitaria, se transformaron en un foco central de la vida cultural porteña y durante los años 20 y 30 fueron frecuentadas, en el marco de estas actividades, por figuras de trascendencia internacional como Albert Einstein o José Ortega y Gasset.

			Aquí solo encontrarán los lectores algunos retazos de esta compleja, extensa y apasionante historia. Mientras algunos capítulos exploran dimensiones generales de la trayectoria de algunas facultades, otros privilegian el estudio del desenvolvimiento de unas pocas disciplinas. Determinados capítulos se han concentrado en el análisis de ciertas figuras en particular de quienes destacamos especialmente su contribución a la historia de la universidad. Personalidades como Bernardo Houssay, Julio Rey Pastor o Amado Alonso son objeto de indagación de algunas de las secciones que integran el volumen. La enseñanza de la fisiología, la filología, la matemática o el derecho internacional están presentes en el libro por medio del estudio de algunos académicos destacados.

			Esperamos, en definitiva, que la propuesta pueda estimular el interés de la comunidad académica en general y de los interesados en la historia universitaria de la Argentina en particular, dado que aquí formulamos nuevas preguntas e iniciamos nuevas investigaciones sobre la trayectoria de una casa de altos estudios que ha ocupado un lugar central en la vida institucional del país, en la construcción de su cultura y en su desarrollo científico. 

		


		
			LA UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES DESDE SU NACIONALIZACIÓN HASTA EL ASCENSO DEL PERONISMO

			Pablo Buchbinder

			La nacionalización

			En 1881 se inició una nueva etapa de la historia de la Universidad de Buenos Aires (UBA). Ese año dejó de desenvolver sus funciones en el marco institucional de la provincia y pasó a depender del Estado nacional. Ingresó así en un período de relativa estabilidad. Atrás habían quedado los tiempos de incertidumbre que siguieron a la caída de Juan Manuel de Rosas y en los que la universidad ensayó distintas fórmulas para resolver los problemas de su organización institucional. Ya la Constitución de la provincia de 1874 había reconocido a la casa de altos estudios el derecho cuasi monopólico para otorgar títulos. En marzo de ese año, sobre la base del informe de una comisión integrada por Juan M. Gutiérrez, José M. Moreno y Pedro Goyena, un decreto del gobierno provincial había reafirmado la división en facultades y les había otorgado a los actores universitarios amplias atribuciones para gobernar la casa de estudios. Ese mismo decreto estableció la división de la UBA en cinco facultades reincorporando entonces a la de Ciencias Médicas que, en la década de 1850, había sido separada de la institución (Halperin Donghi, 2002).

			La federalización de la ciudad de Buenos Aires en 1880 y los acuerdos que se llevaron a cabo con la provincia en diciembre de ese año y enero del siguiente completaron el proceso de nacionalización. Durante los años posteriores de esa misma década se sancionaron una serie de leyes nacionales que tuvieron un impacto significativo, entre otros ámbitos, en el educativo. En 1884 se sancionó la Ley 1420 que estableció el carácter laico, gratuito y obligatorio de la educación primaria. Ya por entonces tenía lugar en el Congreso nacional el debate sobre una norma que orientase la formulación de los estatutos de las dos universidades nacionales existentes por entonces: la de la ciudad de Buenos Aires y la de Córdoba. El proyecto original había sido presentado por Nicolás Avellaneda quien, además de ser senador nacional, era por entonces rector de la UBA. La discusión insumió varios meses e incluyó intensas controversias sobre la organización del gobierno de las casas de altos estudios y el modo de designación de los profesores, entre otras cuestiones.

			La ley se sancionó finalmente en 1885. Se trataba de una norma sencilla que estableció un marco general sobre el que las universidades adaptaron sus estatutos. La norma permitió conformar el gobierno de las facultades, auténtico centro de la vida universitaria, en base a una academia integrada por quince miembros vitalicios y presidida por un decano. Los estatutos determinaron que en las academias los profesores se encontrarían en minoría ya que, mayoritariamente, estarían integradas por personalidades relevantes de la vida política y profesional. Las academias reunidas en una asamblea elegían al rector que, al igual que los decanos, podría ser reelecto indefinidamente. Finalmente, la universidad era gobernada por un Consejo Superior, presidido por el rector e integrado por los decanos y delegados de cada una de las facultades.

			El nuevo marco normativo permitió que las universidades gozaran de una autonomía limitada. Elegían a sus autoridades, designaban a los profesores suplentes y, en primera instancia, diseñaban los planes de estudio y aprobaban los programas de las materias. Podían definir también el valor de los derechos universitarios. De todos modos seguían dependiendo del presupuesto público. Probablemente, el principal límite a la autonomía radicaba en la facultad –establecida en la ley– que se reservaba al Poder Ejecutivo para designar a los profesores titulares. Estos eran nombrados a partir de una terna elevada por las facultades y ratificada por el Consejo Superior.

			Con su nuevo estatuto, la UBA consolidó una estructura fundada, finalmente, en la existencia de tres facultades: Ciencias Médicas, Derecho y Ciencias Sociales, y Ciencias Exactas, Físicas y Naturales. Un intento por crear una Facultad de Filosofía y Humanidades fracasó y finalmente fueron estas tres las que definieron, por algunos años, la fisonomía de la casa de altos estudios. Ya por entonces, la UBA, como institución asentada en la capital, comenzó a convertirse en el principal polo universitario del país superando claramente a Córdoba en términos del número de estudiantes pero también por su influencia política. El estatuto de la Universidad de Córdoba era, por otro lado, muy similar al de la UBA y también lo eran, de todos modos, las funciones que ambas casas de estudios cumplirían en la sociedad argentina de fines del siglo XIX y principios del XX que se encontraba entonces en un acelerado proceso de transformación. Ambas se concentraron en la formación de profesionales liberales, en la expedición de títulos habilitantes y en la socialización de las élites políticas.

			La vida universitaria y sus protagonistas

			Durante estos años el número de estudiantes universitarios fue creciendo lentamente. Los documentos que consignan su origen muestran que en su gran mayoría eran argentinos nativos o nacionalizados. Recordemos que la ciudad de Buenos Aires pasó de tener 286 mil habitantes en 1880 a 663 mil en 1895 y a superar el millón y medio en 1914. En los dos momentos mencionados en último término, la mitad de sus habitantes eran extranjeros. Los apellidos de los estudiantes revelan el peso creciente de los hijos de los inmigrantes y, consecuentemente, también el interés de un sector de estos mismos por acceder a los estudios universitarios.

			Existe una variable fundamental para comprender la función que las universidades desempeñaron en la construcción de la sociedad argentina y se vincula con el papel que en ella jugaban los diplomados. Los títulos universitarios habían cumplido un papel relevante en la construcción de amplios sectores de las élites laicas y eclesiásticas en los tiempos coloniales. En la última fase de la colonia, los letrados ocuparon progresivamente en Hispanoamérica los cargos en las audiencias, en los cabildos catedralicios y en distintos lugares del aparato burocrático imperial. Una pequeña élite signada por la posesión de los títulos fue configurándose en aquellos tiempos y si bien fue afectada sustantivamente como consecuencia de las guerras que siguieron a los movimientos revolucionarios, sobrevivió en parte durante el siglo XIX. Los egresados de las universidades fueron convocados a menudo por los gobernantes para colaborar en la organización del Estado y en su gestión cotidiana. Con la consolidación del Estado Nacional y el fin de las guerras civiles, los gobiernos, tanto nacionales como provinciales, se ocuparon de asegurar a los egresados de las universidades el ejercicio de una serie de profesiones tanto en el ámbito de la justicia como en el de la salud y vigilaron su cumplimiento. El limitado número de graduados incidió decisivamente para garantizar elevados ingresos y un considerable prestigio social a estos diplomados. Todo este proceso fue fortalecido en la medida en que el Estado, a la vez, aseguró a las universidades no solo el monopolio de la expedición de los títulos habilitantes, sino también la convalidación de los emitidos por universidades extranjeras. Emilio Becher, un reconocido publicista que escribía habitualmente en el diario La Nación, dio a conocer en 1906 un breve texto llamado “La Oligarquía Universitaria”. Ese titular hacía referencia al papel central de quienes ostentaban títulos en la sociedad más allá de sus méritos y competencias. Mientras en la mayor parte de los Estados, destacaba, el diploma era considerado como un simple instrumento para acreditar la capacidad en el ejercicio de una profesión, en la Argentina equivalía prácticamente a un título nobiliario que permitía el acceso a la élite dirigente. Becher cuestionaba, en este marco, la creencia popular que asociaba la condición universitaria a la posesión de un poder intelectual superior. Estas creencias habían hecho del doctoralismo una “tiranía absurda e insoportable”.(1)

			Los inmigrantes y sus hijos incorporaron los valores existentes en la sociedad argentina en torno a los títulos y diplomas. Los estudios universitarios se convirtieron progresivamente en una de las vías privilegiadas del ascenso social en la Argentina de fines del siglo XIX y principios del XX. Los estudiantes conformaban una pequeña élite, pero no necesariamente pertenecían a familias patricias o que ostentasen cuantiosos patrimonios. La experiencia de muchos de ellos, provenientes de familias modestas o de inmigración reciente, mostraba las posibilidades que los estudios universitarios y la obtención de los títulos podía otorgar a los fines de asegurar la promoción social. Así lo exhibe, por ejemplo, la trayectoria de Enrique Dickmann, analizada aquí por Luciana Carreño que revela cómo un joven inmigrante podía realizar una carrera universitaria exitosa en base a la obra de un admirable esfuerzo personal. También, como se subraya en este capítulo, estos itinerarios eran más fáciles en las carreras de Medicina o Ingeniería que en la de Derecho, donde el peso de las élites tradicionales se hacía sentir con mayor fuerza.

			Los estudiantes compartían el espacio universitario con unos pocos auxiliares de investigación que frecuentaban los laboratorios, con el personal técnico y administrativo que poblaba las oficinas y con profesores y miembros del gobierno de las instituciones. Los profesores, a la vez, se dividían en titulares y suplentes. Como ya señalamos, las facultades estaban gobernadas por un núcleo reducido de quince académicos. Por lo general, profesores titulares y académicos pertenecían a círculos similares ligados de modo estrecho a las élites económicas, sociales y políticas conservando un perfil considerablemente más exclusivo y aristocrático que el de los estudiantes e incluso que el de los profesores suplentes. Emilio Ravignani, una figura central de la UBA en los años 20 y 30, recordaba que en esa época “las facultades eran gobernadas por academias que nunca se renovaban y que se integraban con los nombres más representativos de la política, de la banca, de las industrias”.(2) Un perfil de quienes pertenecían a estos círculos y ejercían el profesorado puede leerse en las descripciones que Leopoldo Godio o Luciana Scotti hacen de los profesores a cargo de las cátedras de Derecho Internacional a principios de siglo –que muestra su vinculación con las élites diplomáticas– o en las observaciones que, sobre la figura de Frank Soler, aspirante a ejercer la titularidad de la cátedra de Fisiología, se llevan a cabo en el trabajo que, sobre la obra de Alfonso Buch, editaron Irina Podgorny y Esteban Buch. La situación reflejaba, en realidad, lo reducido del espacio social en el que, a fines del siglo XIX se reclutaban los miembros del gobierno, de la magistratura, de la banca y de la dirigencia y el profesorado universitario también.

			La cuestión universitaria

			Las universidades se concentraron así en la formación de médicos, abogados e ingenieros junto a otras profesiones que convocaban a un número menor de estudiantes como la de farmacéutico o partera. Aquellas enseñanzas que no tenían relación directa con los conocimientos que requería el ejercicio profesional fueron relegadas a un segundo plano. El problema del profesionalismo pasaría a constituir el centro de la “cuestión universitaria” de las primeras décadas del siglo XX. De todos modos, la insatisfacción con el modelo universitario y con el funcionamiento cotidiano de las instituciones se hizo sentir ya desde los primeros años del siglo. La orientación profesionalista fue objeto de críticas tempranas que se expresaron en la prensa, las revistas culturales y a menudo también a partir de los propios discursos y pronunciamientos de las autoridades universitarias. Las inquietudes por el efecto de esta orientación contenían aristas diversas. El escaso lugar que las actividades científicas o las prácticas de las humanidades tenían en el mundo universitario fue una de ellas. El profesionalismo fue percibido entonces como una expresión más del excesivo materialismo y utilitarismo que impregnaba a la sociedad argentina en ese entonces signada por un acelerado proceso de crecimiento económico. Los efectos negativos que ejercía en la construcción de las élites políticas, socializadas mayoritariamente en las facultades de derecho fue otra de sus dimensiones ya que aquí, la formación se centraba en las ramas del derecho comercial y civil y no en el constitucional o en el administrativo esencial para la preparación de quienes asumían responsabilidades en el ámbito estatal. En este sentido, debemos tener en cuenta el peso que, en particular, tenían los abogados en los ámbitos parlamentarios. El porcentaje de diputados con títulos universitario en 1889 era de un 50 %, aproximadamente, y se elevó a un 72 % en 1916. Entre los senadores era aun mayor y alcanzó a un 80% en ese último año (Bagú, 1985: 57). La mayoría de ellos eran abogados.

			También, en este contexto, los marcos legales que regían la vida universitaria fueron objeto de duros cuestionamientos. Entre los últimos años del siglo XIX y los primeros del XX se sucedieron los proyectos para modificar la Ley Avellaneda y los estatutos universitarios. Los ensayos de reforma del orden normativo de la universidad fueron acompañados por un conjunto de movimientos impulsados por los estudiantes durante la primera década del siglo cuando su número aumentó progresivamente. El texto de Luciano Carreño que analiza también las formas de sociabilidad de los estudiantes señala cómo su número pasó de 606 en 1884 a 1668 diez años más tarde. Durante estos años surgirían también las primeras organizaciones que representarían sus intereses corporativos. En 1890 los estudiantes porteños constituyeron la Unión Universitaria, una organización que se ocupaba de articular vínculos y fomentar la sociabilidad entre quienes frecuentaban las distintas facultades. Pero poco tiempo más tarde aparecieron agrupaciones con una impronta gremial más definida. En 1900 se constituyó el Centro de Estudiantes de Medicina. En 1905 se conformaron los de Derecho y Ciencias Sociales y el de Filosofía y Letras. Más adelante surgieron los de Agronomía y Veterinaria y Ciencias Económicas una vez consolidadas estas facultades. Los estudiantes de la carrera de Ingeniería en la Facultad de Ciencias Exactas habían conformado un centro en la última década del siglo anterior que recibió el nombre de la Línea Recta. Ya en los primeros años del siglo esta organización adquirió un carácter netamente gremial. En 1908, finalmente, los representantes de los centros crearon la Federación Universitaria de Buenos Aires (FUBA).

			Junto a la construcción de organizaciones que se ocupaban de aspectos sociales y luego gremiales los estudiantes porteños habían protagonizado, aunque en forma esporádica, algunos eventos de naturaleza política. Habían intervenido en conflictos específicos, algunos de ellos de clara repercusión pública como los vinculados con las negociaciones de la deuda pública en 1901 que culminaron con la ruptura entre Julio A. Roca y Carlos Pellegrini. También se habían hecho presentes en las lides electorales apoyando a distintos candidatos. Sin embargo, los primeros reclamos de los estudiantes, desde sus organizaciones gremiales, muestran la voluntad de situar en el centro de sus reivindicaciones los problemas vinculados esencialmente con la vida universitaria dejando en un segundo plano las cuestiones políticas e incluso religiosas. El acta de constitución de la FUBA consigna en su artículo noveno: “en ningún caso la Federación de Centros que la componen podrá tomar participación en asuntos relacionados con la política y la religión”. Los temas que preocupaban mayoritariamente a los estudiantes y, en función de los que organizaron sus acciones, estaban vinculados con dimensiones claramente corporativas. Particularmente con los complejos regímenes de exámenes, con las arbitrariedades de los profesores en estas circunstancias, con las solicitudes de eximición de los pagos de los derechos universitarios para algunos de los miembros de alumnado, y a veces también con las decisiones de las Academias en torno a las conformación de las ternas para proveer a los cursos de profesores titulares. Las protestas vinculadas con las arbitrariedades de los profesores en los exámenes contaban, por otra parte, con una larga historia en el ámbito de la UBA. El suicidio de un estudiante de derecho, Roberto Sánchez en 1871 luego de reprobar un examen había ya provocado una fuerte reacción contra las autoridades de la Facultad y propiciado el reclamo por una reforma universitaria.

			Los intensos conflictos que los estudiantes protagonizaron durante la primera década del siglo encontraron su raíz en este tipo de problemas. Definitivamente, las controversias en torno a los exámenes ocuparon un lugar central en la vida universitaria. Era el medio que permitía regular la ampliación del número de titulados y, en consecuencia, el acceso privilegiado a los certificados, a las corporaciones profesionales y a las élites políticas en muchos casos también. Los sectores que controlaban la universidad optaron por aplicar restricciones en estos ámbitos y prácticas en lugar de restringir el ingreso a partir de pruebas de acceso o del incremento de los derechos de matrícula como ya señalara Tulio Halperin Donghi (2002). En 1903 se inició una huelga estudiantil en la Facultad de Derecho a raíz de la decisión de la Academia que gobernaba la institución de otorgarles a las mesas de exámenes de marzo el carácter de complementarias de las del turno de diciembre para limitar de antemano el número de materias que podían rendirse. Uno de sus funcionarios sostuvo en declaraciones a La Nación que el gobierno de la facultad procuraba imponer a los alumnos un término mínimo de un año para el estudio de cada curso. Afirmaba entonces que “...la benevolencia de los profesores facilita demasiado las pruebas anuales y permite pasar a muchos estudiantes que no tienen una preparación ni siquiera mediana” (citado en Buchbinder, 2008: 50). La decisión provocó la protesta de los estudiantes y la facultad estuvo prácticamente cerrada durante el año 1904. En 1905 el conflicto se trasladó a Ciencias Médicas. También allí el tema de los exámenes ocupó un papel central, pero luego se sumó la oposición a la decisión de la Academia que gobernaba la facultad de excluir a Julio Méndez, un reconocido profesional de la ciudad y profesor suplente, de la terna para proveer al profesor titular de Clínica Médica. 

			Los reclamos de los estudiantes encontraron un eco favorable en vastos sectores de la sociedad civil. Adolfo Bioy, estudiante de abogacía durante aquellos años, recordó el episodio en un pasaje de sus Años de Mocedad “...visitábamos a senadores y diputados y éramos acogidos con bastante simpatía, hasta con apoyo a veces, siempre sin reproche. Visitábamos la redacción de los diarios y éramos bien recibidos en ellos”.(3) El hecho revelaba además la perspectiva crítica difundida en la sociedad en general sobre las formas en que se administraba y gobernaba la universidad y también la percepción, seguramente, de que la acción estudiantil no configuraba un peligro ni una amenaza consistente contra el orden social. La respuesta a las protestas estudiantiles y al reclamo social en general fue, finalmente, la modificación de estatutos que experimentó la universidad en 1906.

			La experiencia de 1906 reveló que era posible avanzar en la modificación de la organización institucional de la UBA y de su forma de gobierno sin sustituir ni modificar la ley universitaria. En alguna medida mostraba también que los estudiantes tenían en la ciudad de Buenos Aires un escenario más que propicio para lograr que se amplificase el eco de sus demandas. Los nuevos estatutos establecieron que las academias, que hasta entonces habían gobernado las facultades, se ocuparían ahora de asesorar en aspectos científicos y relacionados con la enseñanza. El gobierno de las facultades, en cambio, desde entonces, correspondería a los Consejos Directivos. A diferencia de las academias, los consejos renovarían sus integrantes de manera periódica suprimiendo la condición vitalicia que había caracterizado a los integrantes de aquellas. Por otro lado, serían los mismos consejeros directivos los que elegirían a sus sucesores, pero lo harían ahora a partir de una propuesta del cuerpo de profesores reunido en asamblea. Aunque en forma indirecta la decisión implicaba dar una participación mucho más amplia a los profesores en el gobierno universitario que la que habían ejercido hasta ese entonces. En definitiva, los estudiantes preferían que las decisiones sobre el funcionamiento concreto de las actividades de las facultades las tomasen los profesores con quienes tenían un vínculo cotidiano antes que los académicos quienes, en su mayoría, no ejercían tareas docentes en las casas de estudios.

			Nuevas facultades

			Durante estos mismos años y más precisamente entre 1896 y 1913, la configuración de la UBA experimentó transformaciones relevantes. Su organización se vio modificada por la creación de tres nuevas facultades, la incorporación de una escuela orientada a la formación en Ciencias Comerciales y la anexión finalmente del Colegio Nacional de Buenos Aires, luego de una larga controversia cuyos detalles son analizados en el capítulo elaborado por Pablo Pineau. 

			La estructura de la UBA centrada en sus tres antiguas facultades comenzaba a mostrar sus límites. En alguna medida estos se hacían visibles porque la dinámica del desarrollo del país y las complejidades crecientes de sus estructuras económicas y su organización estatal generaban la necesidad de contar con profesionales en condiciones de aportar respuestas y soluciones que los egresados de las carreras más tradicionales no podían proporcionar. La relevancia que la producción y exportación de productos agropecuarios ejercía en el crecimiento económico del país había propiciado la creación, en 1904, de un Instituto Superior de Agronomía y Veterinaria, dependiente del Estado Nacional. Por su parte, las necesidades de especialistas para afrontar los complejos desafíos contables a los que se veían expuestos, tanto sectores empresarios como distintas áreas del Estado, habían impulsado la conformación de escuelas secundarias orientadas a la formación de especialistas en áreas comerciales. En 1909 el Instituto fue incorporado como Facultad de Agronomía y Veterinaria luego de un breve proceso cuyos rasgos esenciales son sintetizados aquí en el capítulo elaborado por Humberto Cisale. En 1913, finalmente, tuvo lugar la creación de la Facultad de Ciencias Económicas y la incorporación de una de las principales Escuelas de Comercio de la Capital a la universidad, proceso que es analizado por Eduardo Scarano.

			De este modo, estas disciplinas y profesiones adquirieron en la Argentina jerarquía universitaria. En parte, la incorporación de los procesos de formación de estas profesiones al ámbito universitario les permitía a sus egresados adquirir un nuevo estatus compartido, aunque solo parcialmente, con los graduados de las facultades tradicionales. Por otro, el estado y distintos sectores de las clases dirigentes, podían ejercer también un control más riguroso y estricto sobre los contenidos y modalidades con los que estos especialistas se formaban. A la vez, la creación de las nuevas facultades daba respuesta a la presión de corporaciones profesionales que aspiraban también a ganar jerarquía universitaria.

			En el caso de Ciencias Económicas podemos observar el modo en que comenzaron a diferenciarse los estudios en esta área que, hasta entonces, estaban subsumidos en los que se llevaban a cabo en la Facultad de Derecho. La facultad contribuiría a la formación de un nuevo estamento profesional, el de los contadores, pero también cumpliría un papel significativo en la creación de un cuerpo de especialistas en Economía que encontraría un lugar relevante en el aparato del estado, sobre todo en los años treinta y cuarenta, como muestra el texto de Mariano Arana.

			A estas creaciones debiéramos sumar una anterior, la de Filosofía y Letras, que data de 1896. La fundación de esta facultad fue la forma en que la UBA dio respuesta a las demandas que le exigían contrarrestar la fuerza de las orientaciones profesionalistas. Filosofía y Letras fue pensada desde sus orígenes como el lugar de los estudios e investigaciones “desinteresadas” y el contrapeso del “utilitarismo profesionalista” dominante en la casa de estudios. La institución cumplió un papel relevante en el proceso de profesionalización de las actividades intelectuales y creó un ámbito nuevo para el desarrollo de disciplinas que, hasta entonces, se habían desenvuelto por fuera del medio universitario y cuyo ejercicio estaba a cargo de “diletantes” y aficionados. El desarrollo formal de los estudios históricos, geográficos, filosóficos o literarios tuvo lugar en la nueva casa de estudios. En sus claustros, Ricardo Rojas inauguró, en 1913, la primera cátedra de Literatura Argentina. La facultad hizo visible su intento de convertirse en un espacio destinado a construir un corpus de conocimientos sobre el país y, al mismo tiempo, en un ámbito consagrado a la práctica de la ciencia al conformar institutos específicos destinados a ese fin, como el Museo Etnográfico creado en 1904, las secciones de investigación en Historia y Geografía, o el Laboratorio de Psicología Experimental que Horario Piñero impulsaría a partir de 1901. Pero los primeros tiempos de la facultad no fueron fáciles, sobre todo por el escaso número de alumnos que congregaba y que amenazó su existencia. El hecho revelaba las dificultades para instalar una facultad científica en el seno de una universidad profesionalista. Con el propósito de superar las dificultades derivadas de la escasa concurrencia de estudiantes, la facultad resolvió otorgar, junto al título de doctor en Filosofía y Letras que no habilitaba para el ejercicio de ninguna profesión en particular el del profesor de Filosofía, Historia o Letras. 

			Las tres nuevas facultades y los dos institutos de enseñanza secundaria le fueron otorgando entonces una nueva fisonomía a la universidad. Las recientes creaciones e incorporaciones mostraban cómo se iba imponiendo una concepción de la universidad que comenzaba a alejarse de los antiguos modelos heredados de los tiempos coloniales. Hasta entonces las estructuras universitarias habían estado pensadas en función de la formación de letrados, fundamentalmente, y secundariamente de médicos. De todos modos estas nuevas facultades lograron afirmarse, como señalamos en el caso de Filosofía y Letras, con ciertas limitaciones. El intento de configurar nuevas carreras que permitieran adquirir habilidades necesarias para el ejercicio de distintas funciones, entre ellas, en las áreas económicas en el ámbito estatal o en el privado tuvo un éxito relativo, finalmente, por el peso que aún tenían los mecanismos clientelares en el acceso a los cargos bajos y medios en el estado tal como lo revela el capítulo de Eduardo Scarano. También la posibilidad de acceder a las cátedras en el sistema de enseñanza media estaba limitado por el predominio de aquellas mismas prácticas y esto provocó los reclamos y protestas permanentes de los estudiantes de la Facultad de Filosofía y Letras. En alguna medida, estas razones, y obviamente también el mucho mayor prestigio que ostentaban las profesiones tradicionales, pueden explicar que las elecciones de quienes decidían seguir estudios en la UBA siguieran concentrándose sobre todo en Derecho y Medicina. La Memoria del Rector correspondiente al año 1924 revelaba que la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales congregaba a 1.436 estudiantes, la de Ciencias Médicas a 4.628, y la de Ciencias Exactas a 938. Mientras tanto, Filosofía y Letras, Agronomía y Veterinaria y Ciencias Económicas albergaban 219, 286 y 426, respectivamente. A ello se sumaban los estudiantes de la Escuela Superior de Comercio Carlos Pellegrini y del Colegio Nacional de Buenos Aires que completaban los 11937 estudiantes que frecuentaban con regularidad los claustros de la UBA en ese entonces.(4) 

			La Reforma universitaria

			Las innovaciones que la reforma de 1906 introdujo en la organización política e institucional de la UBA amortiguaron los conflictos que se desarrollaron en su seno. Ya por entonces, a las casas de altos estudios nacionales asentadas en Córdoba y Buenos Aires, se había sumado una tercera en La Plata, resultado, aunque parcialmente, de la cesión de un instituto universitario provincial que funcionaba en la capital de la provincia desde 1897. Por otro lado, una universidad provincial se había fundado en 1889 en la ciudad de Santa Fe y otra se crearía en 1912 en Tucumán. Las tres últimas no se regían aún por las disposiciones de la Ley Avellaneda. 

			En Córdoba hubo intensos debates en torno a la necesidad de modificar los estatutos en un sentido similar al que se había efectivizado en Buenos Aires en 1906. Las iniciativas partieron, a menudo, aunque no únicamente de profesores y de académicos locales. Pero los estatutos prácticamente no sufrieron modificaciones. Tal vez el hecho de que las iniciativas de los estudiantes o sus protestas no movilizasen a la opinión pública como sucedía en Buenos Aires explique en parte esta circunstancia. A principios de 1918 un conflicto iniciado a raíz de decisiones establecidas por la Academia de la Facultad de Medicina que sancionó a alumnos residentes en el Internado del Hospital de Clínicas desató un conflicto con los estudiantes. Estos, organizados en un Comité Pro Reforma, elevaron un Memorial ante el Ministro de Justicia e Instrucción Pública y solicitaron la intervención de la casa de estudios. La universidad fue intervenida y la responsabilidad de reorganizarla e impulsar la sanción de un nuevo estatuto recayó en José Nicolás Matienzo, prestigioso constitucionalista y profesor en las universidades de Buenos Aires y La Plata. Matienzo logró sancionar un estatuto parecido al que regía en Buenos Aires desde 1906 y que, como señalamos, delegaba, aunque en forma indirecta, el gobierno de la universidad en el cuerpo de profesores. Nuevas elecciones y un proceso de reorganización de la casa de estudios tuvo lugar bajo la nueva normativa. El 15 de junio, la Asamblea Universitaria se reunió pero Enrique Martínez Paz, el candidato renovador impulsado por la mayoría de los estudiantes perdió la elección en manos de Antonio Nores, quien, para aquellos representaba a las fuerzas conservadoras que habían conducido la universidad hasta la intervención. El conflicto recrudeció, se intensificó y se nacionalizó. En este contexto se creó la Federación Universitaria Argentina (FUA) que agrupó a los estudiantes de las tres universidades nacionales y las dos provinciales. El presidente Hipólito Yrigoyen, ante estos acontecimientos, dispuso una nueva intervención de la Universidad de Córdoba. El debate sobre los estatutos y la forma de organización y gobierno se agudizó, y los estudiantes fueron activos protagonistas de nuevas protestas y movilizaciones en un contexto nacional convulsionado por la crisis causada por la Gran Guerra, el impacto de la Revolución Rusa y los conflictos sociales que se agravaron en un contexto cada vez más difícil. Durante estos años tuvo lugar además un intenso proceso de politización de los estudiantes cuyos rasgos esenciales pueden observarse a partir de la lectura del capítulo elaborado por Natalia Bustelo. Un nuevo estatuto para la Universidad de Buenos Aires fue sancionado en septiembre de 1918 y un mes más tarde otro muy similar para la de Córdoba. La innovación fundamental de la nueva normativa fue la elección de un gobierno para las casas de altos estudios a partir de una asamblea integrada en partes iguales por profesores titulares, suplentes y estudiantes. El cambio más sustantivo y debatido era la participación de los estudiantes que contaba, de todos modos, con un antecedente cercano en la universidad asentada en Montevideo, aunque allí la incidencia de aquellos en los asuntos del gobierno universitario era menor. Cabe destacar, de todos modos, que en este primer ordenamiento, todos los consejeros debían ser profesores y que los graduados no participaban como integrantes de los consejos directivos. 

			De todos modos, el nuevo ordenamiento fue incorporado a la vida institucional de la UBA con limitadas resistencias. Eufemio Uballes, su rector ya desde los tiempos de la reforma de 1906 al elevar los nuevos estatutos ante el ministro de Instrucción Pública sostuvo que la universidad subsistía “por y para los estudiantes” que estos ya ejercían funciones de ciudadanos y que no existían razones para rechazar su aspiración a participar en el gobierno de las universidades, solicitud realizada, además, en forma extremadamente “cortés”. Juan Agustín García, al entregar el Decanato de la Facultad de Filosofía y Letras a las autoridades electas bajo los nuevos estatutos iba a afirmar que las aspiraciones de los estudiantes a participar en el gobierno de las casas de estudio eran justas y fundadas. Ernesto Quesada, interventor en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales en 1919 defendía también las instituciones de la Reforma fundado en el “buen sentido de la juventud”.(5)

			Desde 1918, la universidad ingresó en una nueva etapa de su historia. La Reforma introdujo una serie de innovaciones sustantivas que le otorgaron una impronta novedosa a la vida universitaria en muchas dimensiones centrales. En primer término generó una activa vida electoral que involucró a sus distintos estamentos –estudiantes, profesores titulares y suplentes– y provocó nuevas formas de articulación y negociación entre ellos. La aparición de nuevas figuras dentro de la dirigencia estudiantil fue cuestionada incluso por algunos de los personajes que llegaron a ocupar lugares de alta responsabilidad en la conducción de la universidad. Emilio Ravignani, al inaugurar como decano de la Facultad de Filosofía y Letras los cursos de 1927, señaló la creciente influencia que ganaba en la vida universitaria cierto prototipo de líder. Afirmaba entonces la necesidad de evitar que la opinión estudiantil fuese orientada por extraños y que se convirtiese en instrumento de aquellos que habían convertido la vida de estudiante en “profesión permanente”.(6) 

			Los cambios que introdujo la Reforma aumentaron significativamente el peso e influencia de los estudiantes en la dinámica de las casas de altos estudios. Pero también es necesario señalar que, en términos generales, los reclamos estudiantiles fueron relativamente moderados y se centraron en cuestiones académicas dando cauce así a aspiraciones y reclamos que sus organizaciones venían sosteniendo desde principios de siglo. Los estudiantes cuestionaron a algunos profesores conocidos por sus arbitrariedades en los exámenes y, en muchos casos, lograron su desplazamiento. Consiguieron también modificar las condiciones de regularidad en los estudios y flexibilizar los regímenes de exámenes. El propósito final era levantar progresivamente las trabas que se oponían al acceso al título profesional. Las consecuencias de estas estrategias no pasaban inadvertidas para sectores del profesorado y de los cuerpos directivos universitarios que así mostraban sus reservas ante los efectos de la Reforma. En el curso de un arduo debate en el Consejo Directivo de la Facultad de Derecho, Leopoldo Melo, uno de sus integrantes más “distinguidos” planteó su disidencia frente a un pedido de postergación de exámenes por parte de los estudiantes. Melo reclamó más rigor para limitar así el número de abogados que, al no conseguir empleo, “se asilaban en los cargos públicos”, gravando de esta manera “innecesariamente” el presupuesto.(7)

			Si bien, como hemos señalado en un pasaje anterior, las instituciones inauguradas en el mundo universitario porteño con la Reforma de 1918 gozaron de un amplio consenso, también hubo algunas resistencias que se hicieron sentir con fuerza, sobre todo en determinadas facultades. Los conflictos en la Facultad de Derecho, cuyos rasgos se exponen en este libro en el capítulo elaborado por Sandro Ollaza Pallero, muestran la supervivencia de antiguas tensiones cuyos orígenes pueden rastrearse ya en la década de 1870. Después de 1918 se enfrentaron destacados miembros del claustro profesoral entre sí, en más de una oportunidad y varias de las figuras más representativas de este con quienes expresaban las aspiraciones y principios de los estudiantes y diplomados reformistas más frecuentemente. Estanislao Zeballos, primer decano electo bajo los estatutos de la Reforma debió dejar su cargo luego de fuertes controversias en 1919 y fue reemplazado por Ernesto Quesada. Mario Sáenz, que encarnó los ideales reformistas, como decano no llegó a ocupar por dos años el cargo. Ramón Castillo, quien sería en la década siguiente presidente de la Nación en el marco de un gobierno conservador cuestionado por sus prácticas electorales fraudulentas, mantuvo un conflicto ostensible y que tuvo fuertes repercusiones públicas con los estudiantes reformistas durante su gestión en el decanato a mediados de la década del 20. Finalmente, Alfredo Palacios, dirigente socialista, quien fue electo también como máxima autoridad de la facultad con el apoyo y el respaldo explícito de los estudiantes reformistas debió abandonar el cargo en el contexto de los conflictos provocados por el golpe del 6 de septiembre de 1930 (Sanguinetti, 1974: 8-35).

			La universidad de la Reforma

			Los cambios que introdujo la Reforma no se limitaron a la vida institucional y política de la UBA. Incidieron de modo relevante en otros aspectos sustantivos del mundo académico porteño. La Reforma impulsó el desarrollo de una auténtica carrera académica a partir de la revalorización del papel de los profesores suplentes y de la relación entre el acceso al cargo de profesor suplente y la posibilidad de integrar desde allí la terna a partir de la que se designaba a los profesores titulares. El número de profesores suplentes creció progresivamente durante estos años. Se produjo una transformación lenta y progresiva del cuerpo docente universitario que permitió al acceso de profesionales provenientes ya no sólo de familias de la élite sino de sectores medios. Algunas facultades reglamentaron también la docencia libre que fue, en ciertos casos, concebida como un paso más de una carrera académica que permitió, progresivamente, la incorporación de un número cada vez mayor de graduados al profesorado fortaleciendo el peso de las corporaciones profesionales en la vida universitaria.

			La Reforma le otorgó un lugar cada vez más importante a la investigación científica y esto permitió que la universidad adquiriera nuevos perfiles que, de todas formas, no terminaron de modificar su fisonomía claramente profesionalista. La creación de nuevos institutos de investigación y la reorganización o jerarquización de algunos ya existentes fue un factor que caracterizó las décadas de 1920 y 1930. La figura de Bernardo Houssay explorada aquí por Esteban Buch e Irina Podgorny sobre la base de la obra de Alfonso Buch tuvo, en este contexto, una importancia fundamental. Como lo recordara Tulio Halperin Donghi (2002), Houssay reorganizó el Instituto de Fisiología de la UBA en 1919, luego de su designación como profesor titular en la Facultad de Ciencias Médicas. Allí realizó la mayor parte de las investigaciones que le permitieron ganar el Premio Nobel en 1947. La designación de Houssay en el primer lugar de la terna a partir de la cual que se lo elegiría como profesor titular de Fisiología dio lugar a una intensa discusión en el Consejo Directivo en la que se contrapusieron sus antecedentes científicos con los de otro postulante, al que prácticamente la mitad de los consejeros apoyó sobre la base de su experiencia y antigüedad en la cátedra. Pero el de Fisiología no fue el único centro de investigación cuyas tareas cobraron nuevo impulso en aquellos años. La Facultad de Filosofía y Letras fue escenario también del desarrollo de centros que adquirieron una notable influencia en el desenvolvimiento de sus disciplinas tanto en la Argentina como en el exterior. Fue el caso del Instituto de Filología creado y organizado por un grupo de especialistas españoles entre los que se destacó Amado Alonso y que es analizado aquí en el capítulo elaborado por Emiliano Battista. A este se sumarían otros como el de Investigaciones Históricas que heredó las actividades de una sección de investigaciones existentes desde 1905 o el de Literatura Argentina que creó Ricardo Rojas. En Ciencias Exactas, Julio Rey Pastor, destacado matemático, también de origen español impulsó los estudios científicos en esta disciplina como puede verse en los capítulos elaborados por Carlos Borches y Eduardo Díaz de Guijarro.

			Pero no debiéramos suponer que estas innovaciones alteraron el tono esencialmente profesionalista que signaba a la UBA. Varios de los institutos creados durante esos años no configuraban auténticos foros de investigación científica. Se hacía notar en ellos la ausencia de un núcleo sólido de especialistas consagrados de manera prioritaria a la ciencia. La imposibilidad de introducir un sistema de dedicación exclusiva a la docencia, al menos como un componente estructural de la actividad universitaria, conspiró también contra el desarrollo de la investigación. Eufemio Uballes en la Memoria correspondiente al año 1921, que elevó como rector de la UBA, señalaba que la “existencia de un personal docente dedicado a sus funciones con prescindencia de toda ocupación no concomitante”, dependía “en gran parte de las compensaciones que se pueden ofrecer a los catedráticos, y en un país como el nuestro, en que es tan elevada la retribución de las profesiones liberales, la solución de este problema tropieza con dificultades económicas quizás insuperables”. Destacaba entonces que se había intentado resolver este tema otorgando contratos de dedicación exclusiva a algunos profesores, pero estos “no se inclinan a continuar prestando sus servicios en esta forma y prefieren recibir una retribución menor, a condición de poder seguir ejerciendo libremente sus profesiones”.(8)

			El desenvolvimiento de las actividades de extensión universitaria fue otro de los cambios que le dio también una nueva impronta a la UBA en este período. La extensión había comenzado a ganar un lugar cada vez más relevante en la vida universitaria ya en las primeras décadas del siglo. La Universidad Nacional de La Plata, desde sus orígenes le había otorgado un lugar de privilegio a partir del impulso de su primer presidente y fundador, Joaquín V. González. En el período anterior y posterior a la Reforma, la extensión conoció distintas modalidades. Se expresó en la iniciativa de grupos de universitarios tanto de graduados como de estudiantes que organizaron ciclos especiales destinados a la formación política de obreros y trabajadores, en algunos casos, y de los ciudadanos en general. Estudiantes y graduados –en particular vinculados con la Facultad de Derecho– reformistas se involucraron con entusiasmo en estas actividades en particular en los años inmediatamente posteriores a los sucesos de 1918. El desarrollo de una amplia, próspera y consolidada clase media que contaba con tiempo libre para disfrutar de las múltiples oportunidades que brindaba la dinámica vida cultural de la ciudad proporcionó además un público entusiasta para las series de conferencias que organizaron varias de las facultades. Para llevar a cabo estos ciclos la UBA se asoció con diversas instituciones y organismos de la sociedad civil que ya contaban con una larga experiencia en el desarrollo de este tipo de actividades. Entre ellas se contaban la Sociedad Luz, vinculada al Partido Socialista o el Museo Social argentino que se asoció a la UBA con este propósito a finales de la década de 1920. Un papel central lo desempeñaron, en este marco, organizaciones vinculadas sobre todo a estados europeos y a colectividades extranjeras. La Institución Cultural Argentino Germana o la Institución Cultural Española, cuyos vínculos con la UBA son analizados aquí por Ruy Gonzalo Farías, contribuyeron a financiar los viajes de personalidades centrales de la vida académica y científica que gozaban de un indudable prestigio y eran ampliamente conocidas como fue el caso de la visita de Albert Einstein en 1925 y de José Ortega y Gasset en 1916 y 1928. Para formalizar estas actividades con las universidades francesas, en 1922 la UBA creó el Instituto de la Universidad de París en Buenos Aires con el apoyo de diplomáticos y académicos de ese país. Tiempo más tarde, a estas iniciativas se sumaron las desarrolladas desde el Instituto Argentino de Cultura Itálico y el Instituto Cultural Argentino-Norteamericano. Por medio de estas actividades de extensión se difundieron y divulgaron conocimientos de distinto tipo, desde novedades científicas hasta aspectos relacionados con el arte o la literatura. Las actividades de extensión cristalizadas en estas series de conferencias gozaron por lo general de una notable repercusión pública, como puede advertirse en las reseñas publicadas en los principales diarios. El desarrollo de estas iniciativas fue posible además en décadas en las que el país y sobre todo la ciudad gozaron de un alto grado de prosperidad.

			La UBA en la crisis económica y política de los años treinta

			Unos meses después de la asonada militar del 6 de septiembre de 1930, la universidad fue intervenida y Benito Nazar Anchorena designado para hacerse cargo del gobierno de la institución. En el gobierno provisional figuraban algunos de los integrantes de los sectores antirreformistas que habían protagonizado los conflictos en la Facultad de Derecho durante la década de 1920 como fue el caso de Matías Sánchez Sorondo, profesor de la casa de estudios y nombrado ministro del interior. Algunos de los profesores más destacados de la institución fueron expulsados. Las exoneraciones de José Peco y Mario Sáenz, figuras identificadas con el reformismo de esa misma facultad, generaron un fuerte impacto. En Filosofía y Letras fue cesanteado Diego Luis Molinari, conocido por su relación con las vertientes yrigoyenistas del radicalismo. La misma suerte corrió uno de los auxiliares y becario de la facultad, Ángel Rosenblat, sospechado de ser militante comunista. La persecución se extendió también a los estudiantes relacionados sobre todo con agrupaciones y partidos de izquierda. El presidente de la FUBA, Pablo Lejarraga fue también expulsado y los centros fueron clausurados. Poco tiempo antes de que Agustín P. Justo asumiera la Presidencia de la Nación, la situación en la UBA comenzó a normalizarse, se volvieron a elegir autoridades y muchos de los exonerados y desplazados fueron reincorporados. Mariano Castex había sido electo rector en mayo de 1931. Lo sucederían Ángel Gallardo, Vicente Gallo, Coriolano Alberini y Carlos Saavedra Lamas quien fue desplazado como consecuencia de las decisiones tomadas por el gobierno surgido del golpe militar de junio de 1943.

			La década de 1930 ha sido caracterizada a menudo como un período signado por gobiernos que llegaron, en gran medida, gracias al fraude electoral. Los claustros de la Universidad de Buenos Aires fueron, durante estos años, testigos de enfrentamientos políticos en los que, una vez más, las prácticas e instituciones de la Reforma estuvieron en el centro de los cuestionamientos. Pero así como esta década permite advertir rupturas significativas en lo que respecta al orden institucional del país y su expresión concreta en el mundo académico, también es posible notar aspectos en los que se observa una notable continuidad, sobre todo en lo que refiere a prácticas y procedimientos que se habían originado en la primera etapa reformista y que incluso en algunos casos provenían de períodos anteriores. Así, puede advertirse que las carreras académicas, estructuralmente, se desenvolvieron sin excesivos sobresaltos. Es posible notar en este contexto la previsible trayectoria de muchos que habían iniciado sus carreras profesorales como adscriptos, docentes libres o suplentes y que, a fines de los treinta o principios de los cuarenta ostentaban ya los cargos de profesor titular. El peso e influencia de los estudiantes en la vida académica fue recuperando su vigor propio de los primeros tiempos posteriores a 1918. La conocida afición del presidente Agustín P. Justo por la práctica de ciertas disciplinas humanísticas, en particular la historia, y el vínculo que el entonces presidente mantenía con muchos dirigentes de la UBA en esa época, producto a la vez de la participación compartida en el gobierno de Marcelo T. De Alvear, provocó incluso que la institución, una vez transcurrido el período más complejo de la crisis, gozara de ingentes recursos para el desarrollo de la práctica de la investigación.

			De todas formas, la UBA, parafraseando el título de un antiguo libro de Risieri Frondizi, se convirtió ya a fines de los treinta en el escenario privilegiado de un mundo surcado por tensiones políticas cada vez más intensas. Estas derivaban no solo de la oposición entre reformistas y antirreformistas, sino también, y cada vez más frecuentemente, de las controversias vinculadas con la política nacional y sobre todo con los conflictos internacionales. El movimiento estudiantil comenzó a fracturarse con el inicio y desarrollo de la Guerra Civil Española y más tarde con el de la Segunda Guerra Mundial. También debe subrayarse, en este contexto, la persecución de la que fueron objeto grupos de estudiantes y académicos identificados con agrupaciones de izquierda (la persecución fue particularmente notoria en el caso de militantes o afiliados al Partido Comunista). Los conflictos más agudos se volvieron a producir también en la Facultad de Derecho donde José Peco, fue exonerado nuevamente, pero ahora por el mismo Consejo Directivo de la Facultad dominado por grupos antirreformistas. Peco era un prestigioso jurista y, además, un reconocido dirigente radical pero también defendía a presos políticos, incluso a militantes del Partido Comunista. También se denunciaron, sobre todo en la Facultad de Ciencias Médicas, actos de discriminación religiosa por parte de figuras con responsabilidades directivas.

			Es posible advertir durante estos años un clima cada vez más crítico con respecto al orden universitario conformado desde la Reforma. Sus opositores, y sobre todo los enemigos internos de la participación estudiantil, encontraron un respaldo consistente en quienes ocuparon el gobierno nacional luego del golpe militar de 1930. El ambiente conservador que imperó en los años posteriores al golpe hizo que la oposición a los principios reformistas hallase eco en sectores con influencia creciente en el ámbito del Poder Ejecutivo y del Congreso Nacional. Ya durante el gobierno de Marcelo T. de Alvear habían sido modificados los estatutos reformistas para reordenar el modo de participación de los estudiantes en el gobierno universitario. En 1932 un nuevo estatuto volvía a introducir limitaciones en la incidencia de los estudiantes en la vida universitaria. 

			Pero los cuestionamientos y reservas con respecto al orden reformista fueron también expresados por sectores que habían llegado a ocupar puestos directivos gracias a los cambios introducidos desde 1918. Una encuesta llevada a cabo en 1945 por Salvador Dana Montaña, reconocido abogado que fue también interventor en la Universidad Nacional del Litoral, y en la que participaron varias de las figuras centrales de la UBA como el ya mencionado Ravignani revela fuertes reservas sobre el impacto del reformismo en la vida universitaria y la necesidad de moderar la influencia de los estudiantes en diversos aspectos, en particular en lo referente a la elección de los profesores.(9) 

			Ya unos años antes, una serie de denuncias del entonces vicedecano de la Facultad de Medicina, Osvaldo Loudet, primer presidente de la FUA, profundizó en el ámbito público la perspectiva crítica del orden reformista y sus efectos sobre la vida académica. El modo en que las instituciones de la Reforma incidían en procedimientos académicos como la designación de profesores suscitó una intensa polémica en la facultad a partir de abril de 1943. Osvaldo Loudet puso el tema en debate cuestionando la forma en que los delegados estudiantiles tomaban su decisión a la hora de votar a los integrantes de las ternas. Los estudiantes, sostuvo, decidían su voto a partir de plebiscitos que generaban a su vez mandatos imperativos para sus delegados al Consejo Directivo. Loudet habló, en forma directa, de delincuencia en la universidad y provocó una fuerte preocupación de las autoridades, sobre todo por la repercusión pública de los episodios. Según lo expresó uno de los miembros del Consejo Superior, la Facultad de Medicina había aparecido “ante los ojos del pueblo como un mercado donde se compran cátedras”.(10)

			Loudet había puesto así en cuestión los mecanismos de conformación de las ternas para designación de profesores titulares. En su intervención en el Consejo Directivo recordó que, años antes, se había establecido como principio en el armado de las ternas que estas debían ser hechas “por hombres versados en la materia y capacitados para juzgar los méritos de los aspirantes” y que “El Tribunal de ternas debe ser estable y ajeno al ajetreo de la política”.(11) Lo que insinuaba Loudet era que las decisiones de los estudiantes no eran el resultado de un examen equilibrado de los méritos y antecedentes de los candidatos sino de negociaciones espurias con ciertos grupos de profesores. Aquí introducía algunos juicios sobre los efectos a mediano plazo de las instituciones y prácticas de la Reforma. Señalaba la necesidad de “modificar el estatuto mal denominado reformista” y agregaba “que la Reforma tiene otros ideales que han sido corrompidos por la política”.(12) Las palabras de Loudet generaron, además de controversias en el seno del Consejo Superior, fuertes discusiones en el Consejo Directivo de la Facultad. Allí, uno de los delegados estudiantiles de apellido Romano defendió la intervención de los alumnos en la formación de las ternas. La representación estudiantil actuaba como elemento de contralor y crítica de la conducta de los docentes. De existir las irregularidades denunciadas por Loudet afirmaba: “toda responsabilidad deberá imputarse a los profesores que pretenden atraer el apoyo de sus alumnos mediante promesas y dádivas”.

			El fin de la universidad reformista

			El 4 de junio de 1943, un golpe militar derrocó al gobierno del presidente Ramon Castillo. Si bien el grupo que protagonizó este movimiento era heterogéneo y convivían en él sectores de diferente orientación política, rápidamente fue hegemonizado por un núcleo afín a un conservadorismo de raíz nacionalista y católica. La hostilidad hacia el orden universitario signado por las instituciones reformistas, aún debilitadas, se expresó a través de la intervención en la Universidad Nacional del Litoral dispuesta en julio de 1943 y encargada a Jordán Bruno Genta, una figura directamente vinculada al nacionalismo católico. Las expulsiones y cesantías de docentes y estudiantes provocaron la reacción de la comunidad académica nacional en la que encontrarían aquellos una fuerte solidaridad. Las protestas y su amplia repercusión pública forzaron al gobierno a dar marcha atrás y el interventor fue desplazado de su cargo. Pero ya por entonces las nuevas autoridades se encontraban impulsando cambios en el resto de las casas de altos estudios que culminaron con la sustitución de los rectores por interventores. Este avance del nacionalismo de derecha sobre las universidades cobró fuerza entonces con la designación de Gustavo Martínez Zuviría como Ministro de Instrucción Pública en octubre de 1943. El nuevo ministro era también conocido por su afinidad con el nacionalismo católico. Los nuevos interventores provenían de grupos antiliberales y propugnaban la confesionalización del sistema de enseñanza, medida que se implementaría en los ámbitos de la enseñanza primaria. En la UBA fueron designados como máximas autoridades Tomás Casares, reconocido jurista de orientación tomista, y, posteriormente, Carlos Obligado. Este último habilitó el título de doctor en teología para el dictado de materias como filosofía, moral, psicología y latín y ordenó la participación formal de la casa de estudios en la festividad de Corpus Christi. Los centros estudiantiles fueron suspendidos y además fueron expulsados alumnos reconocidos por su militancia opositora.

			Las protestas se hicieron sentir de modo casi inmediato y contaron, nuevamente, con un amplio apoyo en la comunidad académica. En la oposición a las medidas del nuevo gobierno se hicieron sentir el rechazo hacia las disposiciones en materia universitaria, pero también la profunda disconformidad con las orientaciones políticas de aquel en términos generales. La defensa de la autonomía universitaria y de la Reforma se articuló con los cuestionamientos hacia un gobierno sospechado de simpatías con el Eje. Los estudiantes llevaron a cabo huelgas y manifestaciones masivas y se mostraron junto a los dirigentes de los principales partidos políticos entonces claramente en la oposición. El gobierno, presionado desde distintos flancos, debió ceder y en febrero de 1945 impulsó un proceso de normalización de las universidades sobre la base de los estatutos que habían sido suspendidos en 1943. En la UBA Horacio Rivarola fue electo rector superando a Bernardo Houssay quien representaba al sector más radicalmente opuesto al gobierno. 

			Juan D. Perón había formado parte del grupo de militares que protagonizó el movimiento militar del 4 de junio de 1943. Rápidamente ocupó una serie de posiciones en el aparato de gobierno que lo llevaron a convertirse en su figura más conocida, más destacada y popular y, sin duda, más controvertida. La cuestión social y particularmente la cuestión obrera constituyeron el eje central de sus preocupaciones. Intervino activamente desde el Estado procurando mantener un equilibrio favorable a los trabajadores. Puso en vigencia antiguas leyes y disposiciones que no se cumplían e impulsó otras nuevas. Rápidamente logró establecer una alianza con los principales líderes sindicales que se mantuvo a lo largo de los años. Sus políticas despertaron la sospecha y la oposición de los sectores empresarios como también de los dirigentes de gran parte de los partidos políticos tradicionales. Además generaron la desconfianza de una parte de sus propios compañeros de armas que lograron desplazarlo del gobierno y luego apresarlo. Las protestas y movilizaciones obreras y populares iniciadas el 17 de octubre forzaron su liberación. La comunidad universitaria, en particular la de la UBA, se convirtió durante aquellos meses en un actor central de la política nacional y particularmente de la ciudad de Buenos Aires. Fue percibida públicamente de esa forma y el modo en que fue afectada durante los procesos de movilización del 17 y el 18 de octubre de 1945 es especialmente significativo para poder comprender esa percepción. Como ha mostrado Daniel James (1995: 83-12) los edificios universitarios fueron blancos del ataque de los sectores movilizados para defender a Juan D. Perón. Desde entonces resultó evidente para quienes defendían la continuidad de gran parte de las políticas del gobierno iniciada en 1943, incluso las vinculadas con el mundo del trabajo, que Perón era el candidato que podía asegurar la permanencia de las políticas que él mismo había impulsado. Una coalición electoral se constituyó entonces alrededor de su figura que contempló a la mayor parte de las organizaciones que agrupaban a los trabajadores que constituyeron en base a ella un partido, el laborista, desprendimientos de los partidos políticos tradicionales, en particular de la UCR y de grupos conservadores de distintas provincias. A ella se sumó el apoyo de la Iglesia y el Ejército. Enfrente se ubicó la llamada Unión Democrática que comprendía a la mayor parte de los partidos políticos, las agrupaciones empresarias, y al grueso de los miembros de la comunidad universitaria. Contarían con el apoyo del embajador de los Estados Unidos.

			Con la victoria de Perón en las elecciones, la suerte de la universidad comenzaba a definirse con mayor claridad. Un mes antes de la asunción formal del nuevo gobierno, el presidente Farrell dispuso nuevamente la intervención de las universidades. El reformismo profundizaba su crisis y un nuevo orden comenzaba a imponerse en el país y en la UBA.
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			TRAYECTORIAS ESTUDIANTILES DE LA UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES EN EL CAMBIO DE SIGLO

			Luciana Carreño

			En 1894 el rector Leopoldo Basavilbaso notificaba, en su Memoria anual al frente de la Universidad de Buenos Aires (UBA), el considerable aumento de alumnos en los últimos años, por el cual se había pasado de una inscripción de 606 estudiantes en 1885, a 1668 en el momento en el que elevaba la Memoria. Según explicaba el rector, dicho incremento no podía responder tan solo al crecimiento de la población sino también a “la difusión de la enseñanza primaria y secundaria y el aumento de bienestar en ciertas clases sociales, que les hace aspirar para sus hijos una profesión liberal” (1894:10). Esos factores, las políticas de alfabetización y el crecimiento económico que experimentaba el país por medio de la inmigración y la expansión de la frontera agropecuaria, se enmarcaban a la vez dentro de una serie de medidas del Estado nacional que confluían en una ampliación de sus atribuciones en todos los niveles del sistema educativo. 

			En 1885, por medio de la ley 1597, la educación superior había pasado a adquirir una nueva organización de sus funciones científicas y educativas, por la cual el Estado se aseguraba el monopolio sobre el funcionamiento de las universidades y la expedición de diplomas para el ejercicio profesional. Anteriormente, la nacionalización de la UBA en 1881 colocaba a esta casa de estudios por fuera de la esfera provincial a la que había pertenecido desde su fundación en 1821. De este modo, en el período que se inicia en la década de 1890, el nuevo estatus dentro del sistema educativo confluía con los mencionados cambios en su población, por los cuales la UBA pasaba a constituirse, al menos numéricamente, como el principal centro universitario del país. A nivel institucional, se destacaban también una serie de medidas que acompañaron en esos años el crecimiento de la matrícula, a partir de la inauguración de una nueva sede para la Facultad de Ciencias Médicas (FCM) en 1895; la creación de la Facultad de Filosofía y Letras (FFyL) en 1896, y la reforma de los estatutos tras el ciclo de protestas acaecidas entre 1903 y 1906. Finalmente, el período coincide con el surgimiento de un nuevo asociacionismo dentro de la universidad que, a diferencia de anteriores experiencias, se caracterizaba por el reclutamiento exclusivamente estudiantil de los miembros que congregaba.

			A partir de estos cambios, la nueva configuración de la población universitaria se expresó por medio de un proceso de diversificación que comenzó a desarrollarse con el lento acceso de las mujeres a la educación superior, la llegada de alumnos de procedencia inmigratoria y el ingreso inaugural, que señalaba Basavilbaso, de aquellos hijos de “ciertas clases sociales” que gracias a un nuevo bienestar podían acceder entonces a una carrera profesional. En este capítulo se reconstruyeron una serie de trayectorias universitarias para dar cuenta de los rasgos del alumnado y de los cambios que se operaron en la matrícula en el período comprendido entre la última década del siglo XIX y la primera del XX. Para ello se acudió principalmente a las memorias y autobiografías de distintos estudiantes pertenecientes a las principales carreras de la época y se completó este análisis con documentos institucionales y de las asociaciones estudiantiles. A través de estas fuentes se analizaron las posiciones que ocuparon los estudiantes dentro y fuera del campo académico, en relación con una serie de transformaciones sociales más amplias que alteraron en esos años la composición de la matrícula. Asimismo, desde otra escala, las trayectorias seleccionadas permitieron interrogar sobre las nociones identitarias que circulaban en la universidad y su efectividad en la construcción de solidaridades grupales en un período en el que surgieron las primeras asociaciones estudiantiles.

			Ángel Gallardo y el estudiantado de la Unión Universitaria

			Las consecuencias del proceso inmigratorio, la movilidad social y la ampliación del sistema educativo, no solo repercutieron en los nuevos sectores que pasaban a acceder a los estudios superiores, sino que también se hicieron sentir dentro de las familias locales que tradicionalmente eran beneficiarias de la educación universitaria. La trayectoria de Ángel Gallardo (1867-1934) se enmarca en un doble proceso que afectó a las esferas decisorias de la sociedad finisecular, en el que, por un lado, se asiste a una diversificación y multiplicación de las élites como producto de dicho proceso de movilidad y de la consolidación de campos sociales autónomos que alienta la modernización, y, por otro, a una pérdida paulatina de la preponderancia de la élite conformada por familias de la aristocracia criolla (Losada, 2005: 390). Mientras que su derrotero profesional da cuenta del primer proceso, por medio de su inserción en distintos campos cuya composición social y étnica se tornaba a la vez más heterogénea,(1) sus memorias expresan esa pérdida de preminencia de las familias criollas, la cual se observa en una serie de comentarios de demarcación a los que acudió para legitimarse dentro un universo social de “gente conocida”.(2)

			Esas circunstancias también se expresan en el tipo de escolaridad por la que optaron sus padres, la cual transcurrió en un colegio particular y, posteriormente, en su domicilio a cargo de un maestro alemán. Esta modalidad de educación constituía, en la capital, una alternativa viable que daba respuesta a las inquietudes culturales de los grupos inmigratorios o que proveía una formación religiosa ausente dentro de la oferta oficial (Tedesco, 2003). La opción de los Gallardo se corresponde con el segundo de esos factores, relativo a la confesión católica de la familia, y representa a la vez un circuito de distinción social frente al proceso de diversificación que operaba en la educación pública. Sin embargo, pese a los recelos paternos, en 1883 ingresó al Colegio Nacional, aunque bajo la tutoría de un mentor de estudios para preservarlo de las “malas compañías” (Gallardo, 1982: 39). 

			Su trayectoria universitaria se desarrolló como estudiante de Ingeniería Civil, carrera que constituía una opción minoritaria dentro de las profesiones liberales, frente a las de Abogacía y Medicina. Este contraste se explica por el posterior reconocimiento de su estatuto científico dentro del sistema educativo, el cual se instituyó efectivamente en el país en 1865, con la creación del Departamento de Ciencias Exactas en la UBA (Díaz de Guijarro, 2015: 39-70). Asimismo, su ejercicio profesional era desfavorecido por la competencia de ingenieros y arquitectos extranjeros que eran preferidos por las empresas encargadas de llevar a cabo las obras públicas. Pese a ello, el prestigio de esta profesión estaba asegurado por la valoración política y económica de sus saberes en las distintas demandas que planteaba la modernización capitalista y la economía agroexportadora del país.

			El ingreso a la carrera de Ingeniería, y posteriormente al doctorado de ciencias naturales en la misma facultad, tuvo como correlato el acceso a nuevos círculos de sociabilidad, por medio de su participación en la Sociedad Científica Argentina (SCA). Estas asociaciones, que reunían a estudiantes y graduados y que se desarrollaron especialmente en la carrera de Medicina, constituían uno de los puntos que comunicaban al alumnado con proyectos e intereses profesionales. Sin embargo, si bien esta tendencia no estuvo ausente en la fundación de la SCA, esta entidad terminó por adoptar un perfil principalmente vinculado a la divulgación científica.(3) Su desempeño en ese ámbito, mediante la organización de veladas científicas y de los puestos de tesorero y secretario que ocupó siendo estudiante, permitió advertir la relevancia de estas sociedades, científicas y/o profesionales como espacios de consagración dentro de las carreras universitarias que, en el caso de Gallardo, contribuyen a explicar su temprana inserción en el campo científico y académico de la época.

			Junto con la SCA, otro tipo de intervención se llevó a cabo en la Unión Universitaria (UU), asociación que congregaba a los alumnos de todas las facultades y de la cual Gallardo fue presidente en 1891. A diferencia de las anteriores, la UU se distinguió por intentar definir un perfil estrictamente estudiantil, condición que figuró como requisito de ingreso en sus estatutos junto con la exigencia para sus socios de portar un distintivo (UU, 1891). A su vez, la elección del distintivo implicó varias reuniones y debates públicos en los diarios de la ciudad (Alzola Zárate, 1988:168-169), que dieron cuenta de dicha voluntad, y de cierto artificio, en definir esa identidad estudiantil y crear solidaridades grupales.

			El carácter gremial de la UU se observa por medio de las distintas notas elevadas al rectorado, en las que predominan solicitudes sobre prórrogas de exámenes, rebaja de los aranceles, materiales de estudio, entre otros.(4) Pese a ello, en las memorias de Gallardo no se mencionan estos pedidos y solo se describe a la UU por su carácter “desinteresado”, destinado únicamente al fomento del nacionalismo y de las vinculaciones amistosas entre sus asociados (1982:93). Efectivamente, las actividades patrióticas, entre las que se destacan las peregrinaciones a la Casa Histórica de Tucumán y la promoción de los enrolamientos a los batallones de las Guardias Nacionales, figuraron como las más visibles y la ubicaron dentro de una red de asociaciones juveniles que confluían en el proceso de construcción de la nacionalidad y de formación de la ciudadanía (Bertoni, 2001).

			Finalmente, otro espacio de sociabilidad se desarrolló a partir de su militancia política en los comités de la Unión Cívica. Gracias a ello se involucró en el levantamiento revolucionario que protagonizó ese partido, en 1890, en contra del gobierno nacional. Según ha analizado Rojkind, la actuación de los jóvenes universitarios en esa ocasión señaló un proceso de ampliación y diversificación de la participación política que habría de profundizarse en la década siguiente (2012: 524). Ese protagonismo juvenil y las diferencias que se sucedieron posteriormente en dicho partido repercutieron dentro de la UU, desde la cual Gallardo intentó, sin éxito, conciliar la “profunda” división política entre los miembros de la asociación. Luego de esa intervención, y de destacar algunas actividades de las posteriores comisiones directivas, daba por terminada la vida de la UU, pese a que sus actividades continuaron al menos dos años más a lo que señalaba en sus Memorias. El fin de su presidencia marcaba también, según sus recuerdos, el final de su “actuación juvenil” y el inicio de la “vida adulta”, tres años antes de concluir su trayectoria estudiantil y de obtener su título como ingeniero civil en 1894.

			Enrique Dickmann. Diversificación de la matrícula y sociabilidad obrero-estudiantil

			El itinerario académico de Enrique Dickmann (1874-1955) permite indagar en el proceso de diversificación social que operaba especialmente en el alumnado de medicina, carrera cuya profesionalización había alcanzado una creciente valorización social e inserción de sus egresados dentro del aparato político y burocrático estatal (González Leandri, 1999). Su condición de inmigrante, a la que su suma su origen judío de la rama askenazí proveniente de una aldea rural del ex imperio ruso, da cuenta de dicho proceso no solamente en relación con el origen socioocupacional de los padres, sino también con el origen étnico. Es por ello que, en sus Memorias, sus comentarios anecdóticos y de demarcación, no se orientan, como en el caso de Gallardo, a ubicar su procedencia dentro de un universo social de “gente conocida”, sino a legitimar su posición de inmigrante y de argentino naturalizado dentro de una sociedad que acogía con “cordial y generosa hospitalidad” a todo aquel que llegaba, sin preguntar “de dónde venía ni quién era” (1949: 35).(5) 

			La construcción de esa imagen idealizada de la Argentina como tierra de promisión se completa con el episodio en el que narra la amable recepción que encontró en el Colegio Nacional, en donde se inscribió como alumno libre y fue eximido del pago de los derechos de examen. Pese a ello, su relato no omite que su ingreso a los estudios había sido desaconsejado, a raíz de “su aspecto e indumentaria”, por un estudiante de medicina con quien se contactó al llegar a la gran ciudad, proveniente de una colonia en el campo entrerriano donde se había instalado con su familia. A diferencia de Abogacía, en las carreras de Medicina e Ingeniería, el ingreso de estudiantes de otras nacionalidades no constituía un hecho particularmente excepcional, al menos desde finales del siglo XIX. Sin embargo, se trataba de un tipo de matrícula que podemos identificar como transitoria (proveniente de países limítrofes), aunque también incluía a estudiantes de origen español.(6) Por el contrario, el caso de Dickmann se ubica en lo que en la época se empezó a considerar como “inmigración exótica”, jóvenes rusos y de Europa del este, de origen judío, cuya emigración respondía a una serie de factores diversos (persecuciones políticas y religiosas, atractivos de la colonización rural, peso del prolongado servicio militar ruso, entre otros) (Bjerg, 2010). 

			La mudanza a la capital y el ingreso a los estudios formaron parte de una estrategia familiar que incluyó también a sus hermanos menores. Gracias a ello y a ciertas oportunidades de ascenso social que ofrecía la Argentina moderna, Enrique se constituyó como el fundador de un “linaje universitario” que se prolongaría con las titulaciones que sucesivamente obtuvieron su hermano y su hijo dentro de la universidad pública (Graciano, 2018). Asimismo, ese desplazamiento del marco comunitario y familiar, recreado en los campos entrerrianos por obra de la Jewish Colonization Association, implicó entre otros aspectos, el aprendizaje del idioma, la integración a la cultura liberal y laica en contraste con los principios de su identidad judía y la adaptación a difíciles condiciones de vida para responder a los gastos de sus estudios y de estadía en la capital. 

			En ese proceso, su activa militancia en el Partido Socialista (PS) le facilitó su inserción social y política, por medio de la tramitación de la carta de ciudadanía para acceder a los derechos políticos; y también la participación dentro de una densa red de asociaciones y actividades partidarias y la vinculación cercana que trazó con su líder, Juan B. Justo. Además de la militancia, la relación con Justo se inscribió en el campo universitario, en donde este último se desempeñaba como profesor suplente y contribuyó, por medio de una serie de cartas de recomendación, a facilitar el acceso de Dickmann a su primer puesto como ayudante dentro del incipiente Hospital Pirovano.(7) Ese papel como mentor de estudios, si bien quedó interrumpido con la posterior separación de Justo de su cátedra de clínica quirúrgica,(8) permitió observar la relevancia que ejercían los discipulados dentro de las carreras universitarias. Especialmente esto se observa en Medicina, en donde la enseñanza práctica (ejercida en un escalafón de puestos en hospitales públicos) y la progresiva conformación de nuevas instancias docentes (por medio de los cursos libres y la posterior creación del profesorado adscripto), habilitaban nuevas instancias de inserción profesional que la distinguían de las demás carreras.

			Su militancia en el socialismo incluía al mismo tiempo la asistencia a conferencias y actos proselitistas, en concurridos teatros y locales de la época, y la activa participación en asambleas y mítines en distintos enclaves industriales por fuera del área céntrica de la ciudad. Junto con ello, otras actividades revelan las articulaciones que tempranamente se desarrollan entre el socialismo y la universidad, por medio de la fundación del Centro Universitario Socialista y de la Sociedad Luz, institución guiada por “el santo propósito de instruir a la clase obrera” por medio de conferencias científicas, a cargo de profesionales y estudiantes, en distintos barrios de la ciudad (Dickmann, 1949: 97).

			En paralelo a las manifestaciones obreras a las que concurría, en 1901 Dickmann se afilió como socio al recién creado Centro de Estudiantes de Medicina (CEM). Este formato asociativo, que comenzaba a replicarse en otras facultades, expresa un proceso de mayor especificidad dentro del movimiento estudiantil, al abandonarse la modalidad de representación colectiva que predominaba en la UU. Pese a ello, continúan algunas tendencias de esta última, vinculadas a la defensa de intereses gremiales, que ganan protagonismo al abordarse los problemas de cada escuela. En el caso del CEM, estas demandas abarcaban intereses de la carrera estudiantil y otros específicos de la inserción profesional (sobre exámenes, pago de derechos de laboratorio, condiciones de promoción dentro de los hospitales, etc.). Asimismo, al igual que en la década anterior, el desarrollo de actividades patrióticas persistía en la agenda de los centros, en el fomento de la práctica del tiro y en el apoyo a la Asociación de Tiro de los Estudiantes de Medicina.(9) Por otra parte, los centros comenzaban a desarrollar instancias de sociabilidad, por medio de las asambleas generales o de los banquetes anuales en honor a los egresados. Sin embargo, más allá de su temprana afiliación en el CEM, la participación de Dickmann no se consigna en ninguna reseña o en los listados de adherentes a las actividades que patrocinó la asociación.(10) 

			De este modo, los beneficios que implicaba la unidad gremial no necesariamente convocaban en igual medida a todos los asociados, dada la variedad de funciones que podían prestar estas entidades (tramitación de apuntes, mutualismo, representación institucional, etc.). Pese a la insistencia de un discurso asociativo que enfatizaba, desde la Revista del CEM, en los ideales de solidaridad estudiantil, las tensiones en la construcción de una identidad grupal vinculada a lo gremial se ponían de manifiesto desde esa misma publicación. Esto se observa en una de las pocas intervenciones de Dickmann respecto al CEM, en la cual publicó un artículo en el que apoyaba la postura de la estudiante Adela Zauchinger a favor del acceso de las mujeres a la carrera de Medicina y replicaba la postura contraria de su “amigo y condiscípulo” Pedro Baliña (1904: 774-776). La elección de Baliña, pocos meses después de este debate, como presidente del CEM permite advertir la ratificación mayoritaria de este tipo de llamados al orden frente a la diversidad de pareceres y procedencias que ganaban lugar en la universidad y en las asociaciones estudiantiles.
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